
El  Gobierno  eliminó  más  de
81.000  puestos  públicos:
¿ahorro  fiscal  o  un  nuevo
problema para la economía?
El Ejecutivo informó que redujo un 16% la dotación del Estado
nacional desde diciembre de 2023. La medida permite disminuir
gastos salariales, pero abre interrogantes sobre el empleo, el
consumo, la prestación de servicios y la capacidad del sector
privado para absorber a los trabajadores desvinculados.

El  Gobierno  de  Javier  Milei  informó  ante  la  Comisión  de
Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Diputados que, desde
diciembre de 2023 hasta septiembre de 2026, se eliminaron
81.108 puestos de trabajo en el Estado nacional, una reducción
equivalente  al  16%  de  la  dotación  considerada  por  el
Ejecutivo.

Los  números  fueron  presentados  por  Maximiliano  Fariña,
secretario de Transformación del Estado y Función Pública,
durante el debate del Presupuesto 2027. La exposición confirmó
que la reducción del empleo estatal continúa siendo uno de los
principales instrumentos del Gobierno para disminuir el gasto
público y reorganizar la administración nacional.

Sin embargo, la discusión económica va más allá de la cantidad
de trabajadores desvinculados. El interrogante es si el ahorro
fiscal obtenido compensa los posibles efectos negativos sobre
el consumo, el mercado laboral y los servicios que presta el
Estado.

Cómo  se  produjo  la  reducción  del
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empleo público
Según los datos presentados en Diputados, cerca de 47.000
bajas  corresponden  al  personal  civil  de  la  Administración
Pública Nacional y otras 22.000 a empresas públicas. El resto
pertenece  a  otras  categorías  incluidas  en  el  relevamiento
gubernamental.

Del  total  informado,  6.254  trabajadores  participaron  en
programas de retiros voluntarios desarrollados en diferentes
organismos  y  empresas  estatales.  Entre  las  dependencias
involucradas figuran ANSES, PAMI, INTA y Vialidad Nacional.

La  reducción  también  alcanzó  a  las  estructuras
administrativas. Los organismos nacionales pasaron de 117 a
91,  mientras  que  los  cargos  de  autoridades  superiores
disminuyeron  de  307  a  192.

El Gobierno sostuvo que la reducción de autoridades y puestos
de  alta  dirección  representa  un  ahorro  anual  de
aproximadamente  50.000  millones  de  pesos.  Esa  cifra
corresponde específicamente a esas modificaciones jerárquicas
y no debe confundirse con el ahorro total generado por las
81.108 bajas.

Un  aspecto  importante  es  que  no  todas  las  reducciones  de
personal equivalen a despidos directos. Las cifras incluyen
diferentes  mecanismos  de  salida,  entre  ellos  retiros
voluntarios  y  otras  desvinculaciones.

Por  qué  el  Gobierno  considera
beneficioso el recorte
Desde  el  punto  de  vista  fiscal,  la  reducción  de  puestos
permanentes  permite  disminuir  obligaciones  salariales  y,
potencialmente, otros gastos asociados al funcionamiento de
las dependencias públicas.



El argumento oficial es que un Estado con menos estructuras
superpuestas necesita menos recursos para funcionar y puede
sostener un nivel de gasto inferior durante los próximos años.

Esta política forma parte de la estrategia de equilibrio de
las cuentas nacionales. Según el Ministerio de Economía, el
sector público nacional acumuló entre enero y septiembre de
2026 un superávit primario equivalente a aproximadamente el
1,2% del Producto Interno Bruto (PIB).

Un  menor  gasto  permanente  puede  contribuir  a  reducir  las
necesidades de financiamiento del Estado. También podría crear
condiciones para disminuir determinados impuestos o reasignar
recursos  hacia  otras  prioridades,  aunque  ninguno  de  esos
resultados se produce automáticamente.

La  cuestión  fundamental  es  determinar  si  las  funciones
eliminadas  eran  innecesarias,  estaban  duplicadas  o  podían
realizarse con mayor eficiencia.

Reducir  cargos  redundantes  puede  representar  una  mejora
administrativa.  Pero  eliminar  personal  indispensable  para
cumplir  funciones  esenciales  puede  trasladar  costos  hacia
otros sectores de la economía.

El  otro  lado  del  ajuste:  menos
salarios y menor consumo
Cada puesto de trabajo eliminado representa una reducción del
gasto para el Estado, pero también puede significar la pérdida
de un ingreso para una familia.

Cuando  una  persona  pierde  su  empleo  y  no  consigue  una
ocupación  equivalente,  suele  disminuir  sus  gastos  en
alimentos, vestimenta, transporte, servicios y otros consumos.

Esa  reducción  puede  repercutir  sobre  comercios,  pequeñas
empresas  y  prestadores  de  servicios,  especialmente  en



localidades  donde  el  empleo  público  representa  una  fuente
importante de ingresos.

Por lo tanto, el efecto económico tiene dos dimensiones: por
un  lado,  el  Estado  reduce  sus  desembolsos;  por  otro,  los
hogares afectados pueden disminuir su capacidad de consumo.

No  obstante,  el  impacto  final  depende  de  cuánto  tiempo
permanezcan desempleados los trabajadores, las compensaciones
recibidas y el destino que el Gobierno otorgue a los recursos
ahorrados.

Si  una  parte  de  ese  dinero  se  dirige  hacia  inversiones
productivas  o  permite  reducir  desequilibrios  fiscales,  los
efectos positivos podrían compensar parte de la contracción
inicial. En cambio, si la reducción del empleo se combina con
una economía que ofrece pocas oportunidades laborales, las
consecuencias sociales y comerciales pueden ser mayores.

El dato que preocupa: también cae
el empleo privado
La  posibilidad  de  que  el  sector  privado  incorpore  a
trabajadores que dejan el Estado es una cuestión central para
evaluar la política de reducción de personal.

Sin embargo, los indicadores laborales muestran dificultades.

Según  el  informe  de  octubre  de  2026  del  Instituto
Interdisciplinario  de  Economía  Política  de  la  UBA  y  el
CONICET,  en  julio  de  2026  había  aproximadamente  266.000
empleos  asalariados  privados  registrados  menos  que  en
noviembre  de  2023.

El  trabajo  señala  que  el  empleo  privado  formal  acumulaba
catorce  meses  consecutivos  de  retroceso,  con  caídas
especialmente relevantes en la industria y el comercio.



A su vez, el INDEC informó que la tasa de desocupación alcanzó
el 7,9% durante el segundo trimestre de 2026.

Estos indicadores no demuestran que el recorte del Estado haya
provocado la caída del empleo privado, porque ambos procesos
responden a múltiples factores económicos. Pero sí muestran
que la transición de trabajadores desde el sector público
hacia empresas privadas se desarrolla en un mercado laboral
con dificultades para generar nuevas oportunidades formales.

En consecuencia, la reducción de personal estatal no garantiza
que  esos  trabajadores  sean  absorbidos  rápidamente  por
actividades  productivas.

La  eficiencia  del  Estado  también
está en discusión
Otro  elemento  del  debate  es  la  calidad  de  los  servicios
públicos.

Una  administración  más  pequeña  no  es  necesariamente  menos
eficiente. La digitalización de trámites, la simplificación de
procedimientos y la eliminación de tareas duplicadas pueden
permitir que una dependencia funcione correctamente con menos
personal.

Pero  existen  actividades  donde  la  disponibilidad  de
trabajadores  especializados  resulta  indispensable.

Los organismos vinculados con la investigación científica, la
infraestructura  vial,  la  atención  previsional  y  la
fiscalización cumplen funciones cuya calidad no puede medirse
únicamente por la cantidad de cargos eliminados.

En ese contexto, los sindicatos estatales han cuestionado la
política de desvinculaciones y advertido sobre sus posibles
consecuencias  para  el  funcionamiento  de  distintas
dependencias.



El  Gobierno,  por  su  parte,  sostiene  que  el  objetivo  es
redefinir  funciones  y  eliminar  estructuras  que  considera
innecesarias.

La  evaluación  debería  incorporar  indicadores  concretos:
tiempos  de  atención,  calidad  de  los  servicios,  capacidad
operativa, costos administrativos y cumplimiento de objetivos
antes y después de los recortes.

¿Es  económicamente  conveniente
eliminar tantos puestos?
La  respuesta  depende  de  los  resultados  obtenidos  y  no
solamente  de  la  magnitud  de  la  reducción.

Desde una perspectiva fiscal, eliminar puestos innecesarios
puede ser beneficioso porque disminuye gastos permanentes y
permite  una  administración  más  eficiente  de  los  recursos
públicos.

Desde  una  perspectiva  laboral  y  productiva,  un  ajuste
generalizado  puede  producir  consecuencias  negativas  cuando
coincide con una caída del empleo privado, dificultades para
conseguir trabajo y debilitamiento del consumo.

También debe evaluarse el costo real de la reorganización.
Para  determinar  el  ahorro  neto  corresponde  considerar  las
compensaciones  por  retiros  voluntarios,  las  posibles
contrataciones  externas,  los  costos  de  transición  y  las
funciones que deben continuar prestándose.

La eficiencia no consiste exclusivamente en gastar menos, sino
también  en  obtener  mejores  resultados  con  los  recursos
disponibles.



El desafío: equilibrar las cuentas
sin  debilitar  la  actividad
económica
El Gobierno logró consolidar la reducción del empleo nacional
como parte de su política de reorganización del Estado. Sin
embargo, el éxito fiscal de esa decisión no permite concluir,
por  sí  solo,  que  sus  efectos  económicos  y  sociales  sean
positivos.

La evolución del mercado laboral plantea un desafío adicional:
mientras  el  Estado  reduce  su  dotación,  el  empleo  privado
formal todavía no muestra una recuperación sostenida.

El verdadero resultado de la política dependerá de que el
ahorro  obtenido  sea  sostenible,  los  servicios  públicos
mantengan su capacidad de respuesta y el sector privado genere
oportunidades laborales.

Un Estado puede gastar menos y ser más eficiente. Pero para
demostrarlo no alcanza con contabilizar puestos eliminados:
también es necesario medir cuánto se ahorró realmente, qué
servicios se preservaron y cómo evolucionaron el empleo y la
producción.

En definitiva, la discusión económica no debería limitarse a
cuántos trabajadores menos tiene el Estado argentino, sino a
si  esa  transformación  contribuye  a  una  economía  más
productiva, con servicios adecuados y mayores oportunidades de
empleo.

Fuentes periodísticas y oficiales
Para el análisis contrasté la información con las siguientes
publicaciones:



La Nación, 27 de octubre: cifras oficiales, distribución
de  las  bajas,  reorganización  y  ahorro  informado.  LA
NACION
Infobae,  27  de  octubre:  exposición  parlamentaria  y
cuestionamientos sobre los servicios. Infobae
El País, 27 de octubre: perspectivas sindicales y de
especialistas en gestión pública. EL PAÍS Argentina
UBA-CONICET, informe de octubre: evolución del empleo
privado registrado y salarios. IIEP UBA-CONICET
INDEC, mercado de trabajo: desocupación y principales
indicadores laborales. INDEC
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